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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA
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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Dictámenes correspondientes a la Segunda Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

 11 de septiembre del año 2018.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por la que se modifica el contenido de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, con relación al derecho de petición.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley para la Regulación de la Venta y Consumo de Alcohol en el Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional, mediante la cual se propone actualizar el nombre de la Fiscalía General del Estado

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación al oficio enviado por el Lic. José Fortunato Trejo Gutiérrez, Secretario del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual informa e insta se dé trámite correspondiente a la solicitud de licencia por más de quince días y por tiempo indefinido a la C. Rosa María Luna Montalvo, al cargo de Regidora de Representación Proporcional de dicho Ayuntamiento, así como la sustitución respectiva.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, relativo a una propuesta de Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social, planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, en materia de derechos de seguridad social.


E.- Dictamen presentado por la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, con relación a una Iniciativa con  Proyecto de Decreto por la que se modifica el segundo párrafo del artículo 86 de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputada Rosa Nilda González Noriega, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, mediante la cual propone establecer con claridad los supuestos en los cuales no podrá suspenderse el suministro de agua a edificios que prestan determinados servicios asistenciales.
F.- Acuerdo de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, por el que se propone al pleno, el proceso y la convocatoria pública para la designación de los titulares de los Órganos Internos de Control de los Organismos Constitucionales Autónomos en Coahuila de Zaragoza, así como, de la Auditoría Superior del Estado y del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.
G.- Acuerdo de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia,  por el que se emite la convocatoria pública para elegir a dos de nueve integrantes de la Comisión de Selección, encargados de designar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las instituciones de educación superior y de investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza.

H.- Acuerdo de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo al oficio del Congreso del Estado de Chihuahua, mediante el cual envía un acuerdo aprobado por la Legislatura de dicho Congreso, en el cual se exhorta al Senado de la República, a efecto de que tenga a bien aprobar el proyecto de reforma constitucional en materia de fuero; así mismo, se exhorta respetuosamente a todas las Legislaturas de las Entidades Federativas que cuenten con la institución del fuero, a que inicien el procedimiento legislativo que corresponda, para que si así lo consideran, dictaminen en lo relativo al tema en mención. 


I.- Acuerdo de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo al oficio de los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila, mediante el cual solicitan se les comunique como está integrada la Comisión de Selección de dicho Consejo, y en su caso si se encuentra incompleta, cuales son los pasos a seguir para ocupar las vacantes.
J.- Acuerdo de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a dos oficios del C. Alberto Sánchez Osoria, mediante los cuales solicita la intervención del Congreso del Estado, para que se investigue y resuelva sobre las presuntas irregularidades previas al fallecimiento de la Notaria Pública no. 51, Hilda Elena Sánchez de León.

Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por la que se modifica el contenido de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, y;  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 29 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de Decreto por la que se modifica el contenido de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, y;  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por la que se modifica el contenido de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por la Diputada Gabriela Zapopan Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El Derecho de Petición se encuentra plasmado en el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo a la siguiente redacción:

  . …Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.

En Coahuila de Zaragoza, el derecho de petición es reproducido en nuestra Constitución Política de la siguiente manera:

Artículo 17. Los habitantes del Estado tienen, además de los derechos concedidos en el Capítulo I de la Constitución General de la República, los siguientes:

…..

III.
A ejercer el derecho de petición ante las autoridades del Estado debiendo éstas contestar dentro de un plazo máximo de 15 días, contados desde la fecha en que se recibe la petición, siempre que se hagan conforme a la ley y cuando ésta no marque término.

En los hechos, el plazo de 15 días no hace referencia a días hábiles o naturales.  Y esto nos lleva a un problema que ya han tratado en Tribuna otros grupos parlamentarios del PAN, respecto a establecer si son días hábiles o naturales para dotar de mayor certeza a este derecho ciudadano, y no permitir que las autoridades interpreten dicho plazo de forma discrecional. 
La propia Constitución local hace diferencias de plazos por días naturales y días hábiles en diversos dispositivos, así como a días sin definir su naturaleza; es decir, tres formas distintas; para ilustrar debemos consultar los artículos: 36, fracción III (“días”); 46, último párrafo (“días”); 62, fracción VII (“días naturales”); 67, fracción XXXIV, párrafo tercero (“días naturales”); 83 (“días naturales”);  113, párrafo final (“días hábiles); cabe mencionar que nuestro texto constitucional incluso involucra días y días hábiles en el mismo rubro, como en este caso, lo referente al Fiscal General. 114, fracción II, numerales 1,2, y 3 (“días”);  y, 158, fracción II, numeral 2 (“días naturales”). Esto por citar una parte del articulado que hace referencia a días como plazo. 
La estructura misma de nuestra Constitución local deja en claro la necesidad de que precisemos el tipo de días aplicables al derecho de petición establecido en el artículo 117, fracción III. 
Sumado a lo anterior, diversas constituciones locales han establecido el plazo de días hábiles para el ejercicio del derecho de petición, entre otras, el estado de Chihuahua (15 días hábiles); Puebla (8 días hábiles); Veracruz (45 días hábiles)
Por otra parte, consideramos necesario que las bondades de la tecnología sean aprovechadas en favor de los particulares y de las autoridades en materia del ejercicio de este derecho, para agilizar los procesos y trámites correspondientes cuando, de acuerdo a las capacidades de la autoridad en concreto, se pueda procesar de modo electrónico la petición, radicación, y respuesta correspondiente.
Para sustentar esta posibilidad, apelamos al siguiente criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Novena Época

Registro: 173930

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXIV, Noviembre de 2006

Materia(s): Administrativa

Tesis: VIII.5o.1 A

Página:  1039

DERECHO DE PETICIÓN. SU EJERCICIO A TRAVÉS DE INTERNET ESTÁ TUTELADO POR EL ARTÍCULO 8o. CONSTITUCIONAL, SIEMPRE QUE LA AUTORIDAD A QUIEN SE FORMULE LA PETICIÓN PREVEA INSTITUCIONALMENTE ESA OPCIÓN Y SE COMPRUEBE QUE LA SOLICITUD ELECTRÓNICA FUE ENVIADA.

Del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que los funcionarios y empleados públicos están obligados a respetar el ejercicio del derecho de petición, siempre que se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa, el cual por seguridad jurídica está condicionado a que la solicitud se haga mediante escrito en sentido estricto, pues de no ser así la autoridad no estaría obligada a dar contestación; sin embargo, el rápido avance de los medios electrónicos como el internet, constituye en los últimos años, un sistema mundial de diseminación y obtención de información en diversos ámbitos, incluso, del gobierno, ya que en la actualidad en el país diversas autoridades han institucionalizado la posibilidad legal de que algunas gestiones los ciudadanos las puedan realizar a través de ese medio, en pro de la eficiencia y el valor del tiempo, lo que evidentemente no previó el Constituyente en la época en que redactó el referido texto constitucional, pues su creación se justificó únicamente en evitar la venganza privada y dar paso al régimen de autoridad en la solución de los conflictos, obvio, porque en aquel momento no podía presagiarse el aludido avance tecnológico. En esa virtud, de un análisis histórico progresivo, histórico teleológico y lógico del numeral 8o. de la Carta Magna, se obtiene que a fin de salvaguardar la garantía ahí contenida, el derecho de petición no sólo puede ejercerse por escrito, sino también a través de documentos digitales, como serían los enviados por internet, en cuyo caso la autoridad a quien se dirija estará obligada a dar respuesta a lo peticionado, siempre que institucionalmente prevea esa opción dentro de la normatividad que regula su actuación y se compruebe de manera fehaciente que la solicitud electrónica fue enviada.

Es el caso que el ejercicio del derecho de petición por Internet, cuando la autoridad o institución destinataria esté en posibilidades de implementar dicho mecanismo, contribuiría a la agilización y optimización de estos trámites.
Finalmente, consideramos que la redacción de la fracción III del Artículo 17 de nuestra Constitución local, por técnica legislativa, debe ser ajustada en la porción normativa que establece: “…A ejercer el derecho de petición ante las autoridades del Estado…”; ya que autoridades del estado es una cosa, y autoridades de los municipios es otra; y a estas no se hace mención.  
Es menester aclarar que en nuestra tradición legislativa, tanto el texto constitucional local, como diversos ordenamiento secundarios, el legislador estableció en sus contenidos la diferencia y la concurrencia, cuando así se amerita, entre el “estado y sus municipios” o “el estado y los municipios”.  Por citar ejemplos simples; veamos lo que dispone la Constitución coahuilense:

Artículo 2º. La soberanía del estado reside esencial y originalmente en el pueblo coahuilense. El pueblo ejerce su soberanía:

I. 
En forma directa, por medio del sufragio popular, el plebiscito y el referendo para renovar o, en su caso, para vincular en forma obligatoria a los poderes públicos del estado y de los municipios, en los términos que disponga esta Constitución y demás leyes aplicables.

II. 
En forma indirecta, por medio de los poderes públicos del estado y de los municipios, en los términos prescritos por esta Constitución y con arreglo al pacto fundamental de la República y las leyes que de ellos emanen.

Artículo 8º.  ….

Corresponde a los poderes públicos del estado y de los municipios y a los organismos públicos autónomos, promover e instrumentar las garantías necesarias para que sean reales, efectivas y democráticas, la libertad, la igualdad, la seguridad jurídica, la justicia social y todos los derechos humanos reconocidos en el orden jurídico mexicano, de todas las personas y de los grupos en que se integran; facilitar su participación en la vida política, económica, cultural y social del estado; así como remover los obstáculos que impidan o dificulten el pleno desarrollo de estos derechos fundamentales. 

Hacemos referencia al hecho de que para la redacción propuesta, tomamos como referencia dos propuestas presentadas por los grupos parlamentarios del PAN en las legislaturas LVIII y LX, realizando algunas modificaciones que consideramos pertinentes.

TERCERO.- Quienes integramos la presente comisión dictaminadora, coincidimos que es necesario dotar de claridad y certeza jurídica al principio de Derecho de Petición, entendido como la facultad que tiene el gobernado para poder dirigirse a la autoridad, el cual para hacerse valer debe ser por escrito, de forma pacífica y de manera respetuosa.

Es menester señalar, que las autoridades a quienes se dirigen las peticiones, están obligadas a emitir un acuerdo por escrito, responder en breve término, de manera racional según lo pedido; de manera congruente, y además su resolución debe estar debidamente fundada y motivada, del mismo modo debe ser notificada de manera personal en el domicilio señalado para tal efecto.
En esta tesitura, es oportuno citar lo dispuesto en el numeral 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual estipula lo siguiente:
Artículo 8. Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

En ese orden de ideas, la Corte Interamericana, sostuvo que respecto a la razonabilidad del plazo para determinar los derechos de las personas en el orden civil, laboral, fiscal o de cualquier carácter, debe atenderse a cuatro elementos: 

· Complejidad del asunto; 

· Conducta de las autoridades; 

· Actividad procesal del interesado; y 

· Afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. 

Luego entonces, derivado de lo anterior, así como de lo consignado en el instrumento legislativo que aquí se dictamina, es dable establecer en nuestro ordenamiento jurídico supremo local que con respecto al Derecho de Petición, los días para formular respuesta serán hábiles, otorgando con ello certeza jurídica tanto al gobernado, como al gobernante.  

Como bien se señala en la exposición de motivos de la iniciativa objeto del presente dictamen, el artículo 17 de la constitución local, en el cual se consigna el derecho de petición, y mismo que fija un plazo de 15 días contados a partir de la fecha en que las autoridades reciben una petición para emitir su contestación, cuando la ley no determina un término distinto, no establece si se trata de días hábiles o naturales, lo que pudiera constituir un obstáculo para el adecuado ejercicio de este derecho.

En este sentido, quienes dictaminamos estimamos que es nuestra obligación como legisladores hacer las adecuaciones normativas pertinentes, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de todos los ciudadanos, por lo que en el caso en concreto resulta necesario disminuir la discrecionalidad de la autoridad, para lo cual es indispensable establecer con claridad que en el supuesto previsto en el artículo 17 de la constitución local, se considerará que el plazo fijado debe contabilizarse en días hábiles.

Cabe señalar, que además de que se estima que este es un plazo más benéfico para el ciudadano, la iniciativa tomó en consideración la fórmula legislativa adoptada en diversas constituciones locales y las propuestas legislativas presentadas ante este órgano legislativo en legislaturas anteriores.

Quienes dictaminamos, asimismo coincidimos con la promovente en la necesidad de consagrar en la constitución local, que el derecho de petición podrá ser ejercido por vía electrónica en los casos en que las autoridades así lo determinen, ya que ello coadyuvará a hacer de este derecho uno más accesible.

Por las consideraciones antes expuestas, es que estimamos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se modifica el contenido de la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 17. …

I. a la II. …

III. A ejercer el derecho de petición ante las autoridades del Estado y sus municipios, debiendo éstas contestar dentro de un plazo máximo de 15 días hábiles, contados desde la fecha en que se recibe la petición, siempre que se hagan conforme a la ley y cuando ésta no marque un término distinto. 

Este derecho podrá ser ejercido por vía electrónica en los casos en que las autoridades así lo determinen.

IV. …

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de agosto de 2018.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTÍCULOS

	DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ
(COORDINADOR)
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. MARCELO DE JESÚS TORRES COFIÑO
(SECRETARIO)


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP.  CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. EDGAR GERARDO SÁNCHEZ GARZA
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSETENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	


Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley para la Regulación de la Venta y Consumo de Alcohol en el Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 05 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley para la Regulación de la Venta y Consumo de Alcohol en el Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del  Partido Movimiento de Regeneración Nacional, y;  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley para la Regulación de la Venta y Consumo de Alcohol en el Estado de Coahuila, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del  Partido Movimiento de Regeneración Nacional, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha 26 de diciembre del año pasado, se publicó la reforma y adición de cincuenta y dos ordenamientos jurídicos. 
La iniciativa fue presentada por el titular del Poder Ejecutivo del Estado y se debe destacar que, pocas veces, una iniciativa ha sido turnada, dictaminada, aprobada y publicada con tanta rapidez.
En efecto: Se dio cuenta de la iniciativa en el informe de correspondencia de la sesión del día 22 de diciembre de 2017; Ese mismo día fue turnada a las comisiones dictaminadoras y, a pesar de lo extenso de la iniciativa, contenida en más de ciento noventa cuartillas, ese mismo día fue presentado el dictamen y aprobado por unanimidad. Solo cuatro días después apareció publicado el decreto.
Todo lo anterior se puede constatar en el Diario de Debates correspondiente a la sesión de referencia.
Sin embargo, la iniciativa no contempló actualizar la Ley para la regulación de la venta y consumo de alcohol en el Estado de Coahuila, para sustituir el término de Procuraduría General de Justicia por el de Fiscalía General del Estado.
En virtud de esto último, se propone hacer la reforma aludida.
TERCERO.- A partir de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, se estableció un nuevo marco jurídico fundamental en materia de procuración de justicia.

La citada reforma establece que las Constituciones de los Estados garantizarán que las funciones de procuración de justicia se realicen con base en los principios de autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo, responsabilidad y respeto a los derechos humanos.

Es conducente señalar que el legislador federal al marcar en el artículo 116 de la Constitución General, las bases de la organización de los Estados integrantes de la Federación no precisó que los entes a quienes se les encarguen las funciones de procuración de justicia debían ser autónomos, si no que dejó a las legislaturas estatales tal determinación; estableciendo que estas funciones debían regirse por los ya enunciados principios, entre los que destaca el de autonomía, entendiéndose por ésta a la obligación del Ministerio Público de actuar independientemente, por impulso propio y en cumplimiento de las funciones que le atribuyen las leyes sin subordinación a ninguno de los organismos del estado ni autoridad alguna, salvo a la propia ley.

Por ello fue indispensable precisar a nivel estatal, la naturaleza del órgano encargado de la procuración de justicia en el Estado de Coahuila de Zaragoza, es decir, fue momento de definir con respecto de la transición del Ministerio Público de nuestro Estado a un modelo de órgano constitucional autónomo; lo cual se formalizó mediante la expedición del Decreto 903 publicado en el Periódico Oficial de fecha 14 de julio del año 2017, mediante el cual se estableció que la principal función del Ministerio Público es la de investigar y perseguir los delitos, y en el ejercicio de dicha función debe desempeñarse con lealtad, misma que no puede actualizarse plenamente en tanto la autoridad ministerial se encuentre subordinada a otro poder u órgano; por ello al ser el Ministerio Público primordialmente un órgano técnico de investigación y persecución de delitos, su actuación debe darse con estricto apego a la ley.  

Por lo anterior, se dotó al Ministerio Público de autonomía constitucional, a fin de llevar a cabo una función esencial del Estado: la procuración de justicia libre de injerencias de otros poderes u órganos e incluso libre de influencias políticas (autonomía política); independencia económica (autonomía financiera), libertad para reglamentar su actuación en el ámbito de su competencia (autonomía jurídica) y la facultad de organizarse internamente y administrar sus recursos (autonomía administrativa). 

Aunado a lo anterior,  se determinó modificar la denominación de la Procuraduría General de Justicia del Estado, por la de Fiscalía General del Estado; por lo que en virtud de las precisiones antes señaladas, es que resulta procedente actualizar el nombre del referido órgano constitucional en la Ley para la Regulación de la Venta y Consumo de Alcohol en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Por las consideraciones antes expuestas, es que estimamos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman los artículos 2, 4, fracción XXIII, 7, fracción V y 12 y su respectivo epígrafe, todos ellos de la Ley para la Regulación de la Venta y Consumo de Alcohol en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 2. Corresponde la aplicación de esta ley al Poder Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza, por conducto de las secretarias de Finanzas y de Gobierno, así como a los municipios en su esfera competencial. También coadyuvarán en ello, la Fiscalía General del Estado, las secretarías de Gobierno, de Educación y de Salud, y las áreas encargadas de seguridad pública y tránsito en los municipios del estado.

Artículo 4. …
I a la XXII. …
XXIII. Fiscalía General: La Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXIV a la XXXVI. …
Artículo 7. …
I a la IV. …
V. La Fiscalía General del Estado; y

VI. …
Atribuciones de la Secretaría de Gobierno y de la Fiscalía General del Estado

Artículo 12. Corresponde a la Secretaría de Gobierno y a la Fiscalía General coadyuvar con las autoridades estatales y municipales en la vigilancia del cumplimiento de esta ley.
TRANSITORIOS
Primero.- El decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; y

Segundo.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de agosto de 2018.
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Dictamen de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación al oficio enviado por el Lic. José Fortunato Trejo Gutiérrez, Secretario del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual informa e insta se dé trámite correspondiente a la solicitud de licencia por más de quince días y por tiempo indefinido a la C. Rosa María Luna Montalvo, al cargo de Regidora de Representación Proporcional de dicho Ayuntamiento, así como la sustitución respectiva.
R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que con fecha 25 de junio de 2018, se recibió en la Oficialía Mayor de este Congreso, el oficio enviado por el Lic. José Fortunato Trejo Gutiérrez, Secretario del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual informa e insta se dé trámite correspondiente a la solicitud de licencia por más de quince días y por tiempo indefinido a la C. Rosa María Luna Montalvo, al cargo de Regidora de Representación Proporcional de dicho Ayuntamiento, así como la sustitución respectiva.

SEGUNDO. Que en fecha 26 de junio del presente año, por instrucción de la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, se dispuso que los documentos y anexos antes mencionados, fueran turnados a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, para su estudio y dictamen; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto en el artículo 90 fracciones IV, V, VI y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO. Que el día 16 de enero de 2018, se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, la lista de integración de Cabildos de los Ayuntamientos electos que estarían en funciones durante el periodo constitucional de 2018.

TERCERO. Que conforme a la publicación mencionada, la C. Rosa María Luna Montalvo, fue electa para desempeñar el cargo de Regidora de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza.

CUARTO. Que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 58 fracciones XI, XVIII y XIX, en relación con el 158-U fracción I numeral 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y los artículos 90 fracciones IV, V y VI de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es facultad de éste conceder licencias a los Presidentes Municipales, Síndicos y Regidores de los Ayuntamientos y nombrar a quienes deban suplir las faltas temporales o absolutas de los mismos. 

QUINTO. Que esta comisión una vez que analizó el expediente formado con motivo de la solicitud de licencia para separarse del cargo de Regidora de Representación Proporcional a la C. Rosa María Luna Montalvo, por más de quince días y por tiempo indefinido, mismo que fue remitido a este Congreso por el Secretario del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, acuerda que es procedente otorgar la referida licencia.
SEXTO. Que al otorgarle el Pleno del Congreso del Estado, a la C. Rosa María Luna Montalvo una licencia para separarse por más de quince días y por tiempo indefinido, al cargo de Regidora de Representación Proporcional de Nava, Coahuila de Zaragoza, corresponde al mismo realizar la designación de quien habrá de cubrir el cargo por el tiempo que le fue otorgada la licencia, conforme a lo previsto en los artículos 58 y 59 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y en el artículo 21 del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que a la letra dicen:

CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTÍCULO 58. En caso de que no se presenten a rendir protesta el síndico y los regidores electos, el Congreso mandará llamar a quienes figuren en la lista de suplentes, y de entre  éstos designará a quienes deban de cubrir las vacantes. 

Cuando un regidor de representación proporcional no se presente a tomar posesión de su cargo, el Congreso del Estado mandará  llamar al que siga  en el orden dentro de la lista de preferencia de regidores que fue propuesta por el partido político o coalición de que se trate.

ARTÍCULO 59. En caso de que la vacante  se presente con posterioridad a la toma de protesta  del presidente, síndico o alguno de los regidores de un ayuntamiento, se estará a lo dispuesto en los artículos anteriores.

CÓDIGO ELECTORAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

Artículo 21.

1. Cuando se declare nula una elección o los integrantes de la fórmula triunfadora resultaren inelegibles, la convocatoria para la elección extraordinaria deberá emitirse dentro de los noventa días siguientes a la declaración de la misma. 

2. En el caso de vacantes de miembros del Congreso, electos por el principio de mayoría relativa, el Instituto convocará a elecciones extraordinarias en un plazo de noventa días siguientes a la notificación de la diputación vacante. 

3. Las vacantes de miembros del Congreso electos por el principio de representación proporcional deberán ser cubiertas por aquella fórmula de candidatos del mismo partido que siga en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los diputados que le hubieren correspondido.

4. Las vacantes de presidentes, regidores y síndicos se cubrirán en la forma en que establece la Constitución y el Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza. Las de los regidores de representación proporcional se cubrirán por aquellos candidatos del mismo partido político que le sigan en el orden de la lista respectiva, después de habérsele asignado los que le hubieren correspondido.

SÉPTIMO. Que la designación de los Regidores de Representación Proporcional del Ayuntamiento, se realizará por aquellos que figuren en la lista de preferencia de Regidores, registrada ante el Instituto Electoral de Coahuila por el partido político correspondiente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 21 numeral 4 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de los artículos 57, 58, 59 y demás relativos del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

OCTAVO. Que teniendo a la vista la lista de preferencia antes mencionada, corresponde ocupar el cargo a la C. Sandra Yocelyn Arroyo González, en virtud del lugar que ocupa en el orden dentro de dicho listado. 
NOVENO. Que la Oficialía Mayor de este Congreso, recibió un escrito suscrito por la C. Isela Guadalupe Tobar Guadalajara, en donde hace saber a este órgano legislativo, que formó parte de la planilla que se postuló para la administración 2018 en el municipio de Nava, como Séptima Regidora, y que en días pasados fue informada por el Comité Municipal del Partido Acción Nacional, que en virtud de la renuncia de la C. Rosa María Luna Montalvo y ya que la C. Sandra Yocelyn Arroyo González ha manifestado que no puede aceptar el cargo, en sustitución de la referida ciudadana, le corresponde a ella asumir dicha responsabilidad.

DÉCIMO. Que no obstante lo anterior, del análisis de la lista de preferencia registrada ante el Instituto Electoral de Coahuila, corresponde a la C. Rosalba Sotelo González ocupar la referida vacante.
DÉCIMO PRIMERO. Que en virtud de lo descrito en el considerando anterior, esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, propone a la C. Rosalba Sotelo González, con el fin de que el Pleno de este Congreso la designe como Regidora de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza. 

En virtud de lo anterior, esta comisión somete a su consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se otorga licencia por tiempo indefinido a la C. Rosa María Luna Montalvo, para separarse del cargo de Regidora de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, con efectos a partir de la aprobación del presente Decreto.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se designa a la C. Rosalba Sotelo González, para desempeñar las funciones de Regidora de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, en sustitución de la C. Rosa María Luna Montalvo, cargo que deberá desempeñar a partir de que rinda la protesta de ley.
ARTÍCULO TERCERO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza, la designación de la C. Rosalba Sotelo González, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Regidora de Representación Proporcional del R. Ayuntamiento de Nava, Coahuila de Zaragoza.
ARTÍCULO CUARTO. Comuníquese lo anterior al Ejecutivo del Estado para los efectos procedentes.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de agosto de 2018.
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DICTAMEN de la Comisión del Trabajo y Previsión Social de la LXI Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una propuesta de Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social, en materia de derechos de seguridad social.

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 19 de junio del presente año, se dio lectura a la propuesta de Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social, planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática; y se acordó turnar a esta Comisión del Trabajo y Previsión Social, la referida propuesta de iniciativa.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a esta Comisión del Trabajo y Previsión Social, la propuesta de Iniciativa en materia de derechos de seguridad social a que se ha hecho referencia, para efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión del Trabajo y Previsión Social, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 105 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- Que la propuesta de Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social, planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, en materia de derechos de seguridad social, se basa en la siguiente:
E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S
La pensión por viudez es un derecho de seguridad social que esta tutelado por el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y por los artículos 1, 2, 3  y 9 del Protocolo de San Salvador Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos, relativa a Derechos Económicos Sociales y Culturales. En otras palabras, es un derecho fundamental que está protegido por la normatividad nacional como internacional.

El derecho a una pensión por viudez, surge de la necesidad de los trabajadores de proteger a sus seres queridos en caso de que por alguna situación del destino llegaran a fallecer, por lo que no debería estar condicionado por limitaciones que sean desproporcionales o que no puedan ser cumplidas por la simple voluntad de las viudas y viudos. 

En la redacción actual del artículo 132 de la Ley del Seguro Social, se puede observar que todas las causales para negar la pensión por viudez establecen la obligación de las y los viudos, de cumplir con ciertos periodos de duración del matrimonio. A saber, la norma exige por regla general cumplir con seis meses de casados para poder acceder al derecho de pensión por viudez, en los casos específicos, las fracciones II y III exigen por lo menos un año de matrimonio cumplido, cuando la persona asegurada sea mayor de 55 años o en el caso de que ya reciba una pensión por vejez, invalidez o cesantía por edad avanzada. 

Estos casos recientes, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha manifestado sobre el tema, un ejemplo es el AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 2396/2017, en el cual el máximo tribunal del país sostuvo que  “el condicionar la procedencia de la pensión por viudez a un determinado tiempo como lo es 6 meses, es una causa ajena al trabajador lo cual constituye una regla desproporcionada y contraria a los principios de seguridad social contenidos en el artículo 123 de la Constitución”.

En el mismo sentido, se ha manifestado el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y del Trabajo del Décimo Primer Circuito, el cual sostuvo en la Tesis: XI.1o.A.T.81 que: 

“la restricción al derecho fundamental a una pensión de viudez, prevista en el artículo 132, fracción II, de la Ley del Seguro Social, es desproporcional, porque impone una carga al particular que no está en posibilidad de cumplir, al exigirle haber estado un año en matrimonio con el de cujus, cuando al contraer nupcias éste tuviera más de cincuenta y cinco años de edad, pues se soslaya que la muerte constituye un hecho fortuito y, por ende, de verificación desconocida, de suerte que, al margen de la edad que tenía el asegurado cuando contrajo nupcias, a su cónyuge le corresponde recibir la pensión de viudez” 

En otras palabras, la fecha de la muerte es un hecho incierto, por lo que no debería ser una causal para negar la pensión por viudez a una persona, salvo por que se trate de un fraude a la ley, entendido éste como el hecho de que el matrimonio se contraiga con el único fin de recibir pensión.

A pesar de que los tribunales ya han declarado que el artículo 132 es inconstitucional, el ordenamiento sigue aplicándose debido a que no se ha realizado la declaración general de inconstitucionalidad, por lo que si una persona cae en cualquiera de los supuestos, tendrá que agotar primero la instancia ante el seguro social, luego la vía laboral y finalmente el amparo. Esta batalla legal puede durar varios años hasta que se le reconozca al afectado el derecho a recibir pensión, sin mencionar el desgaste físico, legal y económico que implica.

De ahí que la propuesta de iniciativa que hoy presento ante esta soberanía, pretende reformar el artículo 132 de la Ley del Seguro Social para eliminar aquellas fracciones que limitan de manera excesiva el derecho a recibir pensión por viudez. Nuestra finalidad es que el texto normativo esté de acuerdo con la interpretación que del mismo han hecho los tribunales constitucionales del país. 

De la misma forma, buscamos que los problemas derivados de una tragedia como lo es la muerte del cónyuge o ascendiente, se vean agudizados por un innecesario conflicto legal para lograr que reconozca el derecho a una pensión por viudez, que en teoría debería garantizar la seguridad y protección de quienes sobreviven al trabajador fallecido.

TERCERO.- El objeto de la propuesta de iniciativa planteada por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” del Partido de la Revolución Democrática, es eliminar las fracciones del artículo 132 de la Ley del Seguro Social, que limitan el otorgamiento al cónyuge supérstite a recibir la pensión por viudez.

Efectivamente la pensión por viudez, es un derecho de seguridad social y un derecho que tienen los beneficiarios del trabajador de quedar protegidos ante su defunción. Derecho que debe ser salvaguardado y no condicionar su otorgamiento a una causa ajena al trabajador, como lo son las limitantes que establecen las fracciones I, II y III del artículo 132 de la Ley del Seguro Social.

Las fracciones del referido artículo, establecen una limitante para acceder a recibir pensión por viudez, tales como: el hecho de que el fallecimiento del trabajador suceda antes de que tenga seis meses de matrimonio; o bien que hubiese contraído matrimonio con el trabajador asegurado después de los 55 años o ya recibía una pensión de invalidez, vejez o cesantía en edad avanzada, a menos que haya transcurrido 1 año desde la celebración del matrimonio; tales circunstancias, son causas ajenas al trabajador, lo cual trasgrede los derechos fundamentales que garantiza la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Esta situación, ha sido reconocida por los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al señalar en diversas ocasiones la inconstitucionalidad del artículo en comento, afirmándose además que en la exposición de motivos no se expresó justificación alguna del trato diferente otorgado al cónyuge supérstite, en los casos que determinan las fracciones del artículo 132, por lo que resulta violatorio de los artículos 1° y 123 constitucionales, toda vez que determina un trato desigual a los beneficiarios de la pensión al ofrecer seguridad social condicionada a distintos requisitos, injustos y subjetivos, pues el trato a un cónyuge no debe ser diferente por el hecho de tener menos de seis meses de casados, o por haber contraído matrimonio después de los 55 años o si ya poseía o no una pensión.

Sin embargo, si el cónyuge supérstite se encuentra en alguno de estos casos, tiene que promover un amparo para hacer valer su derecho de acceder a una pensión por viudez, por lo que esta propuesta de iniciativa pretende garantizar su derecho de seguridad social.

Es por ello, que quienes aquí dictaminamos consideramos procedente se proponga ante el Congreso de la Unión la reforma al Artículo 132 de la Ley del Seguro Social, por lo que con las facultades que confiere el Artículo 71 fracción III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consideramos procedente se realice la propuesta de la presente Iniciativa ante la instancia competente.

Por las consideraciones que anteceden, los integrantes de la Comisión del Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:
ACUERDO

PRIMERO.- Se aprueba que la LXI Legislatura del Congreso del Estado, en ejercicio de la facultad que le concede la fracción III del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, presente una Iniciativa de Reforma al artículo 132 de la Ley del Seguro Social; para quedar en la forma siguiente: 
ÚNICO.- Se reforma el artículo 132 de la Ley del Seguro Social para quedar como sigue: 

Artículo 132. No se tendrá derecho a la pensión de viudez que establece el artículo anterior, cuando el matrimonio se hubiera celebrado con la persona asegurada y esta tuviere una enfermedad incurable en fase terminal, a menos que se acredite una relación de concubinato de cinco años previos a su muerte.

La limitación que establece este artículo tampoco regirá cuando al morir el asegurado o pensionado la viuda compruebe haber tenido hijos con él.

TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados deberán realizar las adecuaciones correspondientes a los ordenamientos legales relacionados para el cumplimiento de la disposición propuesta. 
ARTÍCULO TERCERO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente. 
SEGUNDO.- Se aprueba remitir al Honorable Congreso de la Unión en carácter de Iniciativa con proyecto de Decreto, la propuesta para reformar al artículo 132 de la Ley del Seguro Social, en los términos antes señalados.
Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión del Trabajo y Previsión Social de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 30 de agosto de 2018.
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANDO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RELATIVO A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE, EN EJERCICIO DE LA FACULTAD LEGISLATIVA QUE LES CONCEDE EL ARTÍCULO 59 FRACCIÓN I, 67 FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTIVA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, Y CON FUNDAMENTO EN LOS ARTÍCULOS 22 FRACCIÓN V, 144 FRACCIÓN I, 158, 159 Y 160 DE LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO LOCAL, PRESENTÓ LA DIPUTADA ROSA NILDA GONZÁLEZ, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, POR EL QUE SE MODIFICA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE AGUAS PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

RESULTANDO
Primero. - Que, en la sesión celebrada en el Pleno del Congreso, el día 26 de junio de 2018, se desahogó lo relativo al trámite de la primera lectura de la presente iniciativa.

Segundo. - Que, en la citada sesión, por acuerdo del Pleno, se turnó a esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, la iniciativa a la que se ha hecho referencia, para efectos de hacer el estudio correspondiente y proceder, en su caso, a su eventual aprobación.

CONSIDERANDO
Primero. - Que esta Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, con fundamento en los artículos 109, 163, 164, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

Segundo. - Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifica el Segundo Párrafo del Artículo 86 de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por conducto de la Diputada Rosa Nilda González, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, se basa, en la siguiente...

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el derecho humano al agua debe entenderse de la siguiente forma:

Décima Época; Registro: 2001560; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito.

Tesis Aislada.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XII, Septiembre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Constitucional




Tesis: XI.1o.A.T.1 K (10a.)
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AGUA POTABLE. COMO DERECHO HUMANO, LA PREFERENCIA DE SU USO DOMÉSTICO Y PÚBLICO URBANO ES UNA CUESTIÓN DE SEGURIDAD NACIONAL.


El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, la Organización Mundial de la Salud, la Asamblea General de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 11), reconocen el derecho al agua, así como que los Estados participantes quedaron vinculados a garantizar que los habitantes de su jurisdicción tengan acceso al agua potable, de modo que esté a disposición de todos, sin discriminación y económicamente accesible; en tanto que del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se advierte que el derecho al agua potable es fundamental e indispensable para la realización, goce y disfrute de los demás derechos humanos, cuya preservación en cantidad, calidad y sustentabilidad es tarea fundamental tanto del Estado como de la sociedad, por cuanto a que tal derecho está basado en las premisas de un acceso al bienestar de toda la población, sustentado por los principios de igualdad y no discriminación, independientemente de las circunstancias sociales, de género, políticas, económicas o culturales propias de la comunidad en la que se opera. En este sentido, conforme a los principios que sustentan la política hídrica nacional y con base en las fracciones I y XXII del artículo 14 Bis 5 de la Ley de Aguas Nacionales, el Estado garantizará que el derecho al agua sea seguro, aceptable, accesible y asequible tanto para uso personal como doméstico, erigiéndose como un beneficio colectivo que debe basarse en criterios de solidaridad, cooperación mutua, equidad y en condiciones dignas, por lo que se ha proclamado de prioridad y de seguridad nacional la preferencia del uso doméstico y público urbano en relación con cualesquier otro uso, razones que excluyen la posibilidad de que pueda ser concebido atendiendo a intereses particulares o de grupos minoritarios, pues de ser así, imperaría un régimen de aprovechamiento del agua sin visión humana y social, con lo cual se atentaría contra la dignidad humana.

Es así, que el derecho humano al agua implica un abanico amplio de prioridades que el estado debe observar y atender en relación a las personas, entre otros, el acceso al agua potable, el garantizarles a las comunidades un medio ambiente sano, que implica la disposición de agua suficiente para consumo humano y para mantener la higiene y salubridad adecuada en cada núcleo de población. 

Igualmente, no puede existir una vivienda digna, sin el acceso al agua potable, el drenaje y la infraestructura necesaria para garantizar el abasto del vital líquido en todo momento, incluyendo épocas de cortes o suspensión del servicio por causas de fuerza mayor (sistemas de almacenaje)


Sirven de apoyo a lo antes mencionado, el siguiente criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Décima Época; Registro digital: 2009628; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada.

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 20, Julio de 2015, Tomo II Materia(s): Constitucional
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DERECHO HUMANO DE ACCESO AL AGUA. ESTÁ RECONOCIDO CONSTITUCIONAL Y CONVENCIONALMENTE TANTO PARA EL CONSUMO PERSONAL Y DOMÉSTICO, COMO PARA EL USO AGRÍCOLA O PARA EL FUNCIONAMIENTO DE OTRAS ÁREAS PRODUCTIVAS DEL SECTOR PRIMARIO.











El artículo 4o., sexto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone el derecho humano de acceso al agua para consumo personal y doméstico, y establece que ese acceso debe ser en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, así como que el Estado debe garantizarlo y que la ley definirá las bases, apoyos y modalidades correspondientes. Así, si bien es cierto que dicho precepto no reconoce expresamente el derecho mencionado para otros usos, como el agrícola o para el funcionamiento de otras áreas productivas del sector primario, también lo es que sí debe entenderse con esa amplitud, dada la estrecha vinculación que existe entre él y otros derechos humanos, como los relativos a la alimentación y a la salud; todo lo cual fue advertido así por el Constituyente Permanente en sus discusiones y, además, reconocido por fuentes internacionales, como la Observación General No. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, que es el órgano facultado para interpretar y establecer los alcances del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales -suscrito y ratificado por México y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 1981-, la cual constituye una interpretación más amplia y favorable del citado derecho a la luz de este último instrumento internacional y resulta obligatoria para nuestro país en términos del artículo 1o., segundo párrafo, constitucional.

En los hechos, existen grupos humanos que por su particular situación social y jurídica no pueden ser privados del acceso al agua potable, ya que esto generaría una crisis sanitaria de muy graves consecuencias; de forma concreta nos referimos a las instituciones siguientes, sin importar si son de carácter público o privado, o bien, operan bajo la figura de organizaciones de la sociedad civil, asociaciones civiles y similares:

Hospitales y clínicas de salud.

Centros de asistencia social y humanitaria.

Centro de reinserción social y de detención preventiva.

Orfanatos.

Asilos de ancianos. Y;

Escuelas públicas.

Actualmente, la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece en cuanto a régimen de excepción en materia de corte de servicio del agua potable, lo siguiente:
ARTÍCULO 86.- En caso de mora por parte de los usuarios en el pago de dos meses de cuota o tarifa establecida para los servicios de agua potable, podrá limitárseles el suministro a la cantidad de agua equivalente a la cuota mínima establecida en la tarifa respectiva; si la mora en el pago es de tres meses, se suspenderá totalmente el suministro de agua, sin perjuicio de que el organismo operador efectúe el cobro de los adeudos, a través del procedimiento administrativo de ejecución.

No obstante, lo previsto en el párrafo primero del presente artículo, no podrá suspenderse el suministro de agua en los casos que se trate de edificios destinados a la prestación de servicios asistenciales, o en los que por razones de salud pública o seguridad no sea conveniente proceder a la suspensión, sin que lo anterior signifique que la obligación de realizar el pago del servicio de agua no sea exigible. 

La redacción del párrafo segundo es a todas luces ambigua, y se presta a una interpretación discrecional de parte de los organismos operadores del agua a la hora de determinar a quienes no le deben cortar el servicio por la naturaleza, giro o actividad a que se dedican en un inmueble determinado 

Esto es así por las siguientes consideraciones:

A)
La porción normativa en cuestión no habla de escuelas públicas.

B)
No menciona los centros de readaptación social. 

C)
El concepto “asistenciales” es muy amplio, y tiene diferentes alcances en las leyes que regulan a las instituciones que prestan servicios de esta naturaleza.

D)
Razones de salud o seguridad pública es una frase o porción normativa que se presta también a interpretaciones discrecionales, dejando al arbitrio del organismo operador del agua los parámetros y criterios en base a los cuales arribará a la determinación de si existen motivos de salud o seguridad para no suspender el servicio de agua potable 

A los legisladores nos compete revisar las leyes que nos rigen, a fin de hacerlas más claras, entendibles y sobre todo, eliminar las ambigüedades, las lagunas y la oscuridad que pueda existir en las mismas, a fin de dotarlas de certeza legal, y darle al ciudadano la seguridad jurídica que merece al ejercer sus derechos.
Tercero. – Que los Diputados y Diputadas integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente Recursos Naturales y Agua convienen en los términos expresados en la referida exposición de motivos, en función del siguiente análisis conjunto:

En efecto, el derecho humano al agua, de manera accesible, suficiente y apta para el consumo humano, debe ser observado por el Estado, pues ello contribuye al cumplimiento de otros derechos fundamentales, como el de la salud, vivienda digna y un medio ambiente sano.

Para los efectos de la Iniciativa con Proyecto de Decreto en cuestión, consideramos perfectamente aplicables las leyes en las cuales se fundamenta, partiendo de la propia Constitución Política del país y la jurisprudencia sentada sobre este tema por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
En efecto, tal como lo ha sostenido en otras ocasiones la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, el respeto al derecho al agua, en cuyo suministro debe tenerse al consumo humano como primera prioridad, plantea incluso una cuestión de seguridad nacional, considerando el acelerado agotamiento del vital recurso no renovable, así como la falta de medidas serias para su preservación por parte de algunas entidades operadoras.

La autoridad está obligada a garantizar plenamente el abasto para consumo personal, doméstico, agrícola, comercial e industrial. Por otra parte, el privar del acceso permanente al agua sería sinónimo de crisis sanitarias, productivas y económicas.
Con objeto de proveer al ciudadano de una mayor certeza legal y seguridad jurídica respecto de sus derechos, convenimos en la necesidad planteada de que la Ley contemple también, de manera clara, integral y específica, los siguientes destinatarios de la prestación del servicio como objeto de abasto obligatorio: hospitales, clínicas de salud, centros de asistencia social y humanitaria, centro de reinserción social y de detención preventiva, orfanatos, asilos de ancianos y escuelas públicas.

Cuarto. – Que, en virtud de todo lo anteriormente expuesto, la Comisión Dictaminadora estima que la iniciativa de referencia es procedente, por lo que se expide el siguiente:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el segundo párrafo del artículo 86 de la Ley de Aguas para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuyo texto quedaría de la siguiente forma:
ARTÍCULO 86.- Primer párrafo….
No obstante lo previsto en el párrafo primer del presente artículo, no podrá suspenderse el suministro de agua en los casos que se trate de edificios destinados a la prestación de servicios asistenciales en los términos de la legislación aplicable o médicos, ni en las escuelas públicas de nivel básico; así como en los inmuebles donde, por razones de salud pública o por tratarse de centros de reinserción social o para detención preventiva, no sea conveniente proceder a la suspensión, sin que lo anterior signifique que la obligación de realizar el pago del servicio de agua no sea exigible. 

……

TRANSITORIO

ÚNICO. -  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.
Así lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
Saltillo, Coahuila, a 24 de julio de 2018
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ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, POR EL QUE SE PROPONE AL PLENO, EL PROCESO Y LA CONVOCATORIA PÚBLICA PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS TITULARES DE LOS ÓRGANOS INTERNOS DE CONTROL DE LOS ORGANISMOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS EN COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO, DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO Y DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia del Congreso, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 67 fracción LII y demás relativos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; artículos 82, 85, 90, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; y 

C O N S I D E R A N D O

I.- Que en sesión celebrada el 11 de julio de 2017, la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila, expidió el Decreto número 903, mediante el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de combate a la corrupción.

II.- Que derivado de la reforma señalada anteriormente, se estableció en el artículo 160 de la Constitución local, que las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los Órganos Internos de Control, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán investigadas, substanciadas y resueltas por los Órganos Internos de Control.

Asimismo, se dispuso que las dependencias y entidades estatales y municipales, así como los Organismos Públicos Autónomos, tendrán Órganos Internos de Control con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para substanciar y sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; substanciar y promover ante el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza los procedimientos para la sanción de faltas administrativas graves y de particulares vinculados con las mismas; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos estatales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General de Justicia del Estado a que se refiere la Constitución Local.

III.- Que conforme a lo dispuesto en el artículo 67, fracción LII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, son atribuciones del Poder Legislativo ratificar el nombramiento del titular de la Secretaría responsable del control interno del Ejecutivo del Estado y entidades estatales y designar con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes a los de los Organismos Públicos Autónomos.

IV.- Que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, para la selección de los integrantes de los Órganos Internos de Control se deberá observar, además de los requisitos establecidos para su nombramiento, un sistema que garantice la igualdad de oportunidades en el acceso a la función pública con base en el mérito y los mecanismos más idóneos y eficientes para su adecuada profesionalización, atrayendo a los mejores candidatos para ocupar los puestos a través de procedimientos transparentes, objetivos y equitativos. Los titulares de los Órganos Internos de Control de los Órganos Constitucionales Autónomos, así como de las unidades especializadas que los conformen, serán nombrados en términos de sus respectivas leyes. 
V.- Que conforme a lo previsto en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, los Organismos dotados de autonomía que deben contar con sus respectivos Órganos Internos de Control, son los siguientes:

1.- Instituto Coahuilense de Acceso a la Información.

2.-Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza.

3.- Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico.

4.- Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza.

5.- Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza.

6.- Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Asimismo, conforme a la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Auditoría Superior del Estado debe contar con un Órgano Interno de Control.

VI.- Que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo Octavo Transitorio del citado Decreto número 903, de fecha 11 de julio de 2017, mediante el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de combate a la corrupción; se estableció que “Los titulares de los órganos a que se refiere el presente decreto en la fracción LII del artículo 67, que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del mismo, continuarán en su encargo en los términos en los que fueron nombrados”. 

En este sentido, es dable apuntar que la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, contaba ya con un Contralor Interno antes de la entrada en vigor del referido Decreto, mismo que fue nombrado por el Consejo de la Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, a propuesta de su Presidente, el 16 de julio de 2013, recayendo dicho nombramiento en la persona del C.P. Fabián Chávez Torres.
VII.- Que conforme a lo dispuesto en el artículo 92 de la Ley de la Comisión Coahuilense de Conciliación y Arbitraje Médico para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la vigilancia y fiscalización de la Comisión y de los servidores públicos que la integren, estará a cargo de un Contralor Interno que será designado por el voto de la mayoría calificada de los miembros presentes del Congreso del Estado, de entre una terna propuesta por el Ejecutivo. 
VIII.- Que por todo ello es de concluirse que los titulares de los Órganos Internos de Control, que procede designar a partir de la convocatoria que por razón de este Acuerdo se expide, corresponde a las siguientes instituciones:
1.- Instituto Coahuilense de Acceso a la Información.

2.- Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza.

3.- Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza.

4.- Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

5.- Auditoría Superior del Estado.

IX.- Que en lo correspondiente al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, el artículo 185 de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que “el Instituto, para su vigilancia, contará con un contralor interno, quien gozará de autonomía técnica y de gestión y quién será nombrado conforme a lo dispuesto en el artículo 67 fracción LII, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. En su desempeño la contraloría se sujetará a los principios de imparcialidad, legalidad, objetividad, certeza, honestidad, exhaustividad, transparencia y máxima publicidad. Por ser el órgano de control interno del instituto será el encargado de inspeccionar, supervisar, evaluar, y sancionar la función de todo el personal del instituto”.

Dicho cuerpo normativo no establece requisitos para ocupar el referido cargo, ni la duración en el mismo.

X.- Por su parte, la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, establece en su artículo 33 que “el Tribunal contará con un Órgano Interno de Control, cuyo titular ejercerá las facultades a que se refiere la fracción III del artículo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como la fracción III del artículo 160 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza”.

De igual forma, el artículo Segundo Transitorio del ordenamiento legal antes citado, señala que el Congreso del Estado deberá designar al titular del Órgano Interno de Control de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Dicho cuerpo normativo no establece requisitos para ocupar el referido cargo, ni la duración en el mismo.

XI.- Por lo que hace al Tribunal Electoral de Coahuila, el Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza, consigna en sus artículos 395, 439 y 440 lo siguiente:

Artículo 395. 

1. Son requisitos para ser elegido como Contralor Interno: 

a) Ser ciudadano mexicano por nacimiento y coahuilense, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 

b) Estar inscrito en el registro federal de electores y contar con credencial para votar; 

c) Tener más de 30 años de edad el día de su designación; 

d) Poseer al día de la designación con antigüedad mínima de 5 años, título profesional de nivel licenciatura o de formación equivalente y contar con los conocimientos y experiencia que le permitan el desempeño de sus funciones; 

e) No haber sido registrado como candidato ni haber desempeñado cargo alguno de elección popular en los últimos cuatro años anteriores a la designación; 

f) No desempeñar ni haber desempeñado cargo de Dirección Nacional o Estatal en algún partido político en los últimos cuatro años anteriores a la designación; 

g) Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito alguno, salvo que no hubiese sido doloso, y 

h) No haber sido Secretario o Subsecretario en la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, ni Procurador General de Justicia del Estado, en los cuatro años anteriores a su designación. 

Artículo 439.

1. La Contraloría Interna es el órgano de control interno del Tribunal Electoral que tendrá a su cargo la fiscalización de los ingresos y egresos del mismo; en el ejercicio de sus atribuciones estará dotada de autonomía técnica y de gestión para decidir sobre su funcionamiento y resoluciones.

2. El titular de la Contraloría será denominado “contralor interno”, tendrá un nivel jerárquico y remuneración equivalente a Secretario General de Acuerdos del Tribunal Electoral.
3. El contralor será designado por el Congreso del Estado, con el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, a propuesta de instituciones públicas de educación superior, mediante los procedimientos y en los plazos que fije el Congreso del Estado.

4. El electo rendirá la protesta de ley ante el Pleno del Tribunal Electoral.

5. El contralor durará en su encargo siete años y podrá ser reelecto por una sola vez; estará adscrito administrativamente a la Presidencia del Tribunal Electoral y mantendrá la coordinación técnica necesaria con la Auditoría Superior del Estado.

6. La Contraloría contará con la estructura orgánica, personal y recursos necesarios para su desempeño, conforme las disponibilidades presupuestarias.

7. En su desempeño, la Contraloría se sujetará a los principios de imparcialidad, legalidad, objetividad, certeza, honestidad, exhaustividad y transparencia.

Artículo 440.

1. El Contralor deberá reunir los mismos requisitos que este Código establece para el contralor del Instituto.
2. El Contralor podrá ser sancionado, en lo conducente, conforme lo previsto en el Título Cuarto del Libro Sexto de este Código, por las causas graves de responsabilidad administrativa.
3. A solicitud del Pleno del Tribunal Electoral, el Congreso del Estado resolverá sobre la aplicación de las sanciones al Contralor, incluida entre éstas la remoción, por causas graves de responsabilidad administrativa, debiendo garantizar el derecho de audiencia al afectado. La remoción requerirá del voto de las dos terceras partes de los miembros presentes en la sesión.
El citado dispositivo legal establece puntualmente los requisitos para ocupar el cargo de Contralor Interno, así como la duración de dicho cargo.

XII.- En lo que respecta a la Fiscalía General del Estado, su Ley Orgánica menciona en sus artículos 18, 99 y 101, lo siguiente:

Artículo 18. De los Requisitos para ser Fiscal Especializado. 

Los fiscales especializados serán nombrados y removidos libremente por el Fiscal General; para ser nombrado Fiscal Especializado, se deberán satisfacer los requisitos siguientes:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento o por naturalización, en pleno ejercicio de sus derechos;   

II. Tener cuando menos treinta años cumplidos el día de la designación; 
III. Poseer en la fecha de nombramiento, título oficial de licenciado en derecho, legalmente expedido y contar con cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente; con experiencia profesional mínima de cinco años; 
IV. Gozar de buena reputación e imagen pública y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso mediante sentencia condenatoria que haya causado ejecutoria, o estar sujeto a proceso penal;

V. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional; 

VI. Contar con cinco años de residencia en el Estado, anteriores al día de la designación; 

VII. No haber sido suspendido, destituido ni inhabilitado por resolución firme como tal, en los términos de las normas relativas a las responsabilidades administrativas de los servidores públicos;  
VIII. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de confianza previstas en las disposiciones aplicables;

IX. Los demás requisitos que prevean las leyes en relación al ingreso y permanencia de servidores públicos en las instituciones de seguridad pública.

Tratándose del Fiscal Especializado en Delitos por Hechos de Corrupción deberá acreditar conocimientos o experiencia en materia de transparencia, rendición de cuentas y combate a la corrupción y no desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección nacional, estatal, distrital o municipal en algún partido político en los seis años inmediatos anteriores a su designación.

Artículo 99. Competencia de la Dirección General de Contraloría y Visitaduría. 

La Dirección General de Contraloría y Visitaduría, es el órgano desconcentrado de la Fiscalía General, con autonomía de gestión y criterio, que como órgano de control interno en términos de la Ley General de Responsabilidades, tendrá las siguientes competencias:

I. Es un órgano de investigación, supervisión, inspección y auditoria, mediante el cual se controla y evalúa el ejercicio del presupuesto, derechos, fondos e ingresos, conservación y uso de bienes de la Fiscalía General.
II. Sustanciar los procedimientos administrativos a que haya lugar por responsabilidad en el ejercicio del servicio público y aplicar las sanciones que correspondan.

III. Llevar a cabo la investigación y persecución de hechos que la ley considere como delitos en que incurran los servidores públicos de la Fiscalía General.

Los delitos en que incurran los servidores públicos de la Visitaduría General incluyendo a su titular serán investigados y perseguidos por la Fiscalía General o por el servidor público en quien se delegue la facultad.
Artículo 101. Del titular de la Dirección General de Contraloría y Visitaduría. 

El titular de la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, será nombrado en términos de la Constitución del Estado. Para ser nombrado titular de la Dirección General de Contraloría y Visitaduría, se deberán satisfacer los requisitos previstos para los cargos de Fiscales Especializados.

En este supuesto, la ley señala los requisitos para ocupar el cargo de Contralor Interno, pero no la duración del mismo.

XIII.- Que en lo correspondiente al Contralor Interno de la Auditoría Superior del Estado, la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, señala en su artículo 109 que “Los Auditores Especiales, los Titulares de Unidad, los Directores Generales, serán nombrados por el Auditor Superior, deberán reunir los requisitos que para tal efecto establezca el reglamento interior y se clasificarán como trabajadores de confianza, y se regirán por el Apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables. 

El Titular del Órgano Interno de Control deberá reunir los mismos requisitos que se establezcan para los Auditores Especiales y será nombrado por las dos terceras partes de los Diputados presentes de la Legislatura, previa propuesta de la Comisión, de conformidad con la convocatoria que para tal efecto se emita.

Los demás servidores públicos serán designados mediante el servicio fiscalizador de carrera”. 

A su vez, el artículo 10 del Reglamento Interior de la Auditoría Superior del Estado, dispone que “Son requisitos para ser Auditor Especial, Titular de Unidad o Director, los siguientes: I. Ser mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles; II. Tener cuando menos veintiocho años cumplidos el día de su designación; III. Tener una residencia efectiva dentro del Estado de, cuando menos, tres años; IV. Poseer título y cédula profesional de la carrera afín al área correspondiente; V. Tener una experiencia profesional de, cuando menos, cinco años; VI. No haber sido condenado mediante sentencia ejecutoriada por delito intencional que amerite pena privativa de libertad ni haber sido inhabilitado para desempeñar cualquier cargo en el servicio público, y VII. No haber sido militante de ningún partido político durante los tres años anteriores al día de su designación. Lo anterior, sin perjuicio de lo que para tal efecto establezca el Estatuto del Servicio Fiscalizador de Carrera emitido por la Auditoría Superior”.

Se concluye que en lo que corresponde al Contralor Interno de la Auditoría Superior del Estado, se establecen requisitos para ocupar dicho cargo, pero no se menciona la duración del mismo.

XIV.- Que de todo lo anterior, es dable apuntar que no en todos los casos existen requisitos para ocupar el cargo de titular de la Contraloría Interna de las instituciones aquí mencionadas, ni tampoco, la duración en el cargo en algunas de ellas.  

Es por ello, que resulta necesario que el Congreso del Estado establezca los requisitos que deberán satisfacerse en algunos casos, ampliarlos en otros, unificar la duración del tiempo para el desempeño del cargo, así como el procedimiento para formalizar las designaciones correspondientes, atendiendo a los principios de legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia, eficacia, equidad, transparencia, economía, integridad y competencia por mérito; principios que se señalan en la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza.
XV.- Que ante la necesidad de efectuar los nombramientos de los titulares de los Órganos Internos de Control, este H. Congreso del Estado, considera oportuno adoptar un Acuerdo para dar cumplimiento al mandato constitucional, precisando como mecanismo idóneo la proyección de una convocatoria pública, abierta y transparente, dirigida a Universidades Públicas y Privadas, Institutos de Investigación, Asociaciones Civiles, Organizaciones no gubernamentales, ciudadanos, y demás organismos interesados, a que presenten candidaturas para ocupar la titularidad de los órganos antes descritos, con el objeto de que el proceso desarrollado por este Congreso, que conlleve a efectuar los nombramientos de referencia, propicie la mejor elección posible bajo criterios de transparencia y de máxima publicidad.

En este sentido, la relevancia de los cargos justifica definir una serie de condiciones adicionales a satisfacer, en complemento a las antes señaladas, con el objeto de que se cuente con elementos de juicio suficientes para una valoración subjetiva y adecuada, sobre la idoneidad de quienes lleguen a ocupar dichos cargos.
XVI.- Que en reuniones celebradas por los integrantes de la Junta de Gobierno los días 20 y 27 de agosto de 2018, se acordó por unanimidad, que fuese la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la responsable de emitir la presente convocatoria.

XVII.- Que en virtud de lo anterior, a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, le corresponderá la revisión de los requisitos, la celebración de las entrevistas correspondientes, así como la emisión del dictamen en el que se proponga al Pleno del Congreso del Estado, la designación de los titulares de los Órganos Internos de Control, con excepción del de la Auditoría Superior del Estado, en virtud de que conforme a lo dispuesto en la ley de la materia esa facultad le corresponde a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública.
XVIII.- Que bajo la tesitura antes señalada, el Congreso del Estado estará en condiciones de dar cumplimiento al mandato constitucional, materializando los nombramientos de los titulares de los Órganos Internos de Control aquí señalados. 
En atención a los argumentos anteriores, esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, en uso de sus atribuciones, somete a la consideración del Pleno del Congreso del Estado, la siguiente:

CONVOCATORIA PÚBLICA

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 67, fracción LII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, emite la presente Convocatoria para ocupar la titularidad de los Órganos Internos de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza; del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que se: 

C O N V O C A 

A las Universidades Públicas y Privadas, Institutos de Investigación, Asociaciones Civiles, Organizaciones No Gubernamentales, demás organismos interesados y ciudadanos en general, a que presenten candidaturas para ocupar la titularidad de los Órganos Internos de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza; del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza
A PARTIR DE LAS SIGUIENTES BASES:

PRIMERA.- Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 67, fracción LII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, convoca a las Universidades Públicas y Privadas, Institutos de Investigación, Asociaciones Civiles, Organizaciones No Gubernamentales, demás organismos interesados y ciudadanos, a que presenten candidaturas para ocupar la titularidad de los Órganos Internos de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Asimismo, se convoca a las Instituciones Públicas de Educación Superior, a que presenten candidaturas para ocupar la titularidad del Órgano Interno de Control del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

SEGUNDA.- Las propuestas y/o aspirantes deberán acompañar en original y copia la siguiente documentación:
1. Carta firmada por el aspirante propuesto o interesado, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección. 
2. Curriculum Vitae acompañado con fotografía actual. 
3. Copia certificada de los siguientes documentos: 

a) Acta de nacimiento; 

b) Credencial para votar con fotografía por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; 

c) Título profesional con la antigüedad requerida según sea el caso; 

d) Cédula Profesional; 

e) Documentos que corroboren el curriculum vitae. 
4. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad; en el caso de que sean o se hayan desempeñado como servidores públicos, si se ha presentado y tramitado alguna denuncia o queja administrativa en su contra y, en caso de respuesta afirmativa, indicar cuál es el estado que guarda y, si se ha dictado resolución, el sentido de la misma. 
5. Escrito en el que manifieste bajo protesta de decir verdad no haber sido condenado por delito doloso.

6. Ensayo con un máximo de 5 cuartillas letra tipo Arial tamaño 12, con interlineado sencillo, en el que manifieste las razones que justifiquen su idoneidad para ocupar el cargo.

7. Un disco compacto que contenga todos y cada uno de los documentos solicitados anteriormente, digitalizados en formato PDF. 

TERCERA.- Los aspirantes a ocupar el cargo de titular del Órgano Interno de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información y del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán cubrir los siguientes requisitos: 

1. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.
2. Tener cuando menos treinta años cumplidos el día de la designación.
3. Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de cinco años, título profesional en Contaduría Pública, Economía, Derecho, Administración, u otra área afín a la gestión y control de recursos públicos, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello.
4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso; ni haber sido inhabilitado de la función pública.
5. Acreditar conocimientos y/o experiencia en materia de recaudación, administración, manejo, aplicación o fiscalización de recursos públicos.

6. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.
7. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de dirección nacional, estatal, distrital o municipal en algún partido político en los dos años inmediatos anteriores a la designación.
8. No haber sido titular del Poder Ejecutivo, Diputado, Magistrado, Secretario o Subsecretario del Ramo de la Administración Pública Estatal, Fiscal General o Especializado, Consejero o su equivalente de alguno de los organismos públicos autónomos, dentro de los tres años anteriores al día de su designación.
9. Presentar previo a su designación, la declaración de intereses y patrimonial, y el cumplimiento de obligaciones fiscales.

CUARTA.- Los aspirantes a ocupar el cargo de titular del Órgano Interno de Control del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán cubrir los siguientes requisitos: 

1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y coahuilense, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos. 

2. Estar inscrito en el registro federal de electores y contar con credencial para votar.
3. Tener más de 30 años de edad el día de su designación.
4. Poseer al día de la designación con antigüedad mínima de 5 años, título profesional de nivel licenciatura o de formación equivalente y contar con los conocimientos y experiencia que le permitan el desempeño de sus funciones.
5. No haber sido registrado como candidato ni haber desempeñado cargo alguno de elección popular en los últimos cuatro años anteriores a la designación. 

6. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de Dirección Nacional o Estatal en algún partido político en los últimos cuatro años anteriores a la designación.
7. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito alguno, salvo que no hubiese sido doloso.
8. No haber sido Secretario o Subsecretario en la Administración Pública Federal, Estatal o Municipal, ni Procurador General de Justicia del Estado, en los cuatro años anteriores a su designación. 

QUINTA.- Los aspirantes a ocupar el cargo de titular del Órgano Interno de Control de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán cubrir los siguientes requisitos: 

1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento o por naturalización, en pleno ejercicio de sus derechos.   

2. Tener cuando menos treinta años cumplidos el día de la designación. 
3. Poseer en la fecha de nombramiento, título oficial de licenciado en derecho, legalmente expedido y contar con cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente; con experiencia profesional mínima de cinco años. 
4. Gozar de buena reputación e imagen pública y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso mediante sentencia condenatoria que haya causado ejecutoria, o estar sujeto a proceso penal.
5. En su caso, tener acreditado el Servicio Militar Nacional. 

6. Contar con cinco años de residencia en el Estado, anteriores al día de la designación.
7. No haber sido suspendido, destituido ni inhabilitado por resolución firme como tal, en los términos de las normas relativas a las responsabilidades administrativas de los servidores públicos.  
8. Presentar y aprobar las evaluaciones de control de confianza previstas en las disposiciones aplicables.
SEXTA.- Los aspirantes a ocupar el cargo de titular del Órgano Interno de Control de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, deberán cubrir los siguientes requisitos: 

1.  Ser mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.

2. Tener cuando menos veintiocho años cumplidos el día de su designación.

3. Tener una residencia efectiva dentro del Estado de, cuando menos, tres años.

4. Poseer título y cédula profesional de la carrera afín al área correspondiente.

5. Tener una experiencia profesional de cuando menos, cinco años.

6. No haber sido condenado mediante sentencia ejecutoriada por delito intencional que amerite pena privativa de libertad ni haber sido inhabilitado para desempeñar cualquier cargo en el servicio público.

7. No haber sido militante de ningún partido político durante los tres años anteriores al día de su designación. Lo anterior, sin perjuicio de lo que para tal efecto establezca el Estatuto del Servicio Fiscalizador de Carrera emitido por la Auditoría Superior.

SÉPTIMA.- La documentación a la que se refieren las Bases anteriores, se presentará en la oficina de la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, ubicada en Boulevard Francisco Coss S/N esquina con Álvaro Obregón, Zona Centro, Saltillo, Coahuila de Zaragoza, C.P. 25000, del 11 de septiembre al 25 de septiembre de 2018, en un horario de las 10:00 a las 18:00 horas. 

OCTAVA.- Agotada la etapa de recepción, esta Comisión de Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia, verificará que los documentos recibidos acrediten los requisitos a que se refieren las Bases Segunda a Quinta de la presente Convocatoria, validando aquellas propuestas que cumplan con los requisitos, formando un listado de las mismas, pudiéndose apoyar para este proceso en algún ente público o privado especializado en dichos procesos de verificación. La falta de alguno de los documentos requeridos o su presentación, fuera del tiempo y forma establecidos, será motivo suficiente para no validarse. 

Por su parte la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, una vez agotada la etapa de recepción, verificará que los documentos recibidos acrediten los requisitos a que se refieren las Bases Segunda y Sexta de la presente Convocatoria, validando aquellas propuestas que cumplan con los requisitos, formando un listado de las mismas, pudiéndose apoyar para este proceso en algún ente público o privado especializado en dichos procesos de verificación. La falta de alguno de los documentos requeridos o su presentación, fuera del tiempo y forma establecidos, será motivo suficiente para no validarse. 

NOVENA.- Los listados descritos en la base anterior, serán publicados en la página electrónica del Congreso del Estado. 

DÉCIMA.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, acordarán respectivamente en lo que les corresponde, el formato, metodología y los horarios de las comparecencias, en su caso, de las personas propuestas, las cuales serán públicas y transmitidas mediante la página electrónica del Congreso. 

DÉCIMA PRIMERA.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, hará el análisis de las propuestas y acordará el nombramiento de los titulares de los Órganos Internos de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza; del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza y de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, mismos que se someterán a la aprobación del Pleno del Congreso del Estado.

Dicha propuesta de nombramiento no será vinculatoria en la decisión que tome el Pleno del Congreso. 

En caso de que la propuesta presentada ante el Pleno no alcance el voto aprobatorio de las dos terceras partes de los miembros presentes, se realizará una segunda votación. Si en ésta no se alcanza dicha mayoría, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia presentará una nueva propuesta en la sesión plenaria inmediata siguiente. 

DÉCIMA SEGUNDA.- La Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, hará el análisis de las propuestas y acordará el nombramiento del titular del Órgano Interno de Control de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, mismo que se someterá a la aprobación del Pleno del Congreso del Estado.
Dicha propuesta de nombramiento no será vinculatoria en la decisión que tome el Pleno del Congreso. 

En caso de que la propuesta presentada ante el Pleno no alcance el voto aprobatorio de las dos terceras partes de los miembros presentes, se realizará una segunda votación. Si en ésta no se alcanza dicha mayoría, la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, presentará una nueva propuesta en la sesión plenaria inmediata siguiente. 

DÉCIMA TERCERA.- En la integración de las propuestas, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, impulsarán los entendimientos y convergencias necesarios que le permitan al Pleno nombrar a los titulares de los Órganos Internos de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza; del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de la Auditoría Superior del Estado, señalados en la presente Convocatoria. 

DÉCIMA CUARTA.- Las personas que resulten nombradas titulares de los Órganos Internos de Control del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Coahuila de Zaragoza; del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza; de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, y de la Auditoría Superior del Estado, rendirán la protesta de ley ante el Pleno. 

DÉCIMA QUINTA.- Los casos no previstos en la presente Convocatoria serán resueltos por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, respectivamente.
DÉCIMA SEXTA.- Publíquese la presente Convocatoria, en la página electrónica del Congreso del Estado, a partir de la fecha de su aprobación, y hasta el 25 de septiembre de 2018; en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza y en al menos dos de los diarios de circulación estatal.
Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 03 de septiembre de 2018.
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ABSTENCION



	DIP. CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
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ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, POR EL QUE SE EMITE LA CONVOCATORIA PÚBLICA PARA ELEGIR A DOS DE NUEVE INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN, ENCARGADOS DE DESIGNAR AL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN; DIRIGIDA A LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 167 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; en los artículos 18 y Tercero Transitorio de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 82, 85, 90, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; y 

C O N S I D E R A N D O

Primero.- Que el 14 de julio de 2017, se publicaron en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza, los Decretos 903 y 904, respectivamente, por el que se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y por el que se expide la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza.   

Segundo.- Que en el artículo 18 y en el artículo tercero transitorio de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, se señala que el Congreso del Estado constituirá una Comisión de Selección integrada por nueve mexicanos, residentes del Estado, por un periodo de tres años, de los cuales cinco serán propuestos por Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado.
Tercero.- Que con fecha 28 de agosto del año 2017, la Sexagésima Legislatura, expidió el Decreto número 921, mediante el cual se nombró como integrantes de la Comisión de Selección que designaría al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, por las instituciones de Educación Superior y de Investigación, a los ciudadanos siguientes:

Por las Instituciones de Educación Superior y de Investigación:

1. Carlos Alberto Arredondo Sibaja 

2. Roberto Cabello Elizondo
3. María del Carmen Ruíz Esparza Contreras

4. Jesús Contreras García 
5. Blas José Flores Dávila 
Por las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza:

1. Ana Cecilia Mata Rodríguez 

2. Sergio Fernando Alanís Ortega
3. Sergio Dávila Flores 
4. Luis Fernando García Abusaíd 

Cuarto.- Que posteriormente y derivado de la renuncia presentada por los C.C. Roberto Cabello Elizondo y Sergio Dávila Flores, se emitió un segundo Decreto identificado bajo el número 951, en el que se designó al C. Luis Alfonso Carrillo González, en sustitución del C. Roberto Cabello Elizondo y al C. Jesús María Ramón Aguirre, en sustitución del C. Sergio Dávila Flores.

Quinto.- Que conforme a lo dispuesto en los decretos 921 y 951, ambos del 2017, la referida Comisión de Selección encargada de designar al Consejo, quedó finalmente integrada de la siguiente manera:

Por las Instituciones de Educación Superior y de Investigación, a los ciudadanos:

· Carlos Alberto Arredondo Sibaja 

· Luis Alfonso Carrillo González 
· María del Carmen Ruíz Esparza Contreras

· Jesús Contreras García 
· Blas José Flores Dávila 

Por las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, a los ciudadanos:

· Ana Cecilia Mata Rodríguez 

· Sergio Fernando Alanís Ortega
· Jesús María Ramón Aguirre
· Luis Fernando García Abusaíd 
Sexto.- Que en sesiones celebradas por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, los días 10 y 14 de agosto de 2018, a través de sus respectivos informes de correspondencia, se dio cuenta de las renuncias con el carácter de irrevocable presentadas por los C.C. Blas José Flores Dávila y María del Carmen Ruíz Esparza Contreras, al cargo que venían desempeñando como integrantes de la Comisión de Selección, encargada de nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; ambos ciudadanos elegidos en el apartado de Instituciones de Educación Superior y de Investigación.
Séptimo.- Que en razón de lo anterior, y al encontrarse acéfalos dos de las cinco posiciones que conforman el bloque antes descrito, es necesario integrar debidamente la Comisión de Selección de referencia, por lo que en reuniones celebradas por los integrantes de la Junta de Gobierno los días 20 y 27 de agosto de 2018, se acordó por unanimidad, que fuese la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la responsable de emitir la presente convocatoria.

Octavo.- Que por las razones que anteceden, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, somete a la consideración del Pleno del Congreso del Estado, la siguiente:
CONVOCATORIA PÚBLICA

EL CONGRESO DEL ESTADO, INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 167 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; Y EN LOS ARTÍCULOS 18 Y TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA:

C O N V O C A

A las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza, a que propongan candidatos a efecto de integrar dos ciudadanos a la Comisión de Selección encargada de nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, de conformidad con las siguientes 

B A S E S 

PRIMERA.- De acuerdo con lo dispuesto en el inciso a), fracción I del artículo 18 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Congreso del Estado acuerda los requisitos de elegibilidad para designar a dos de los nueve ciudadanos mexicanos que formarán parte de la Comisión de Selección encargada de nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, quienes deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

a) Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles. 

b) Haber residido en el Estado durante los dos años anteriores al día de la designación.
c) Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena. 

d) Contar con credencial para votar con fotografía.
e) No haber desempeñado el cargo de Gobernador, Secretario o Procurador General de Justicia en el Estado, Senador o Diputado Federal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación.

f) Haber destacado por su contribución en materia de fiscalización, rendición de cuentas y combate a la corrupción.

SEGUNDA.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, será la encargada de recibir las propuestas de candidatos a ocupar alguno de los dos de los nueve cargos para formar parte de la Comisión de Selección encargada de designar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, y para dar cumplimiento a la Base Primera de esta Convocatoria, las instituciones deberán presentar sus propuestas las cuales deberán acompañarse, por duplicado, de la siguiente documentación: 

1. Curriculum Vitae, en el que se precise la fecha de su nacimiento, los datos generales y número telefónico de la candidata o candidato; y que contenga principalmente experiencia profesional, académica o administrativa en materia de fiscalización, rendición de cuentas y combate a la corrupción (original). 

2. Acta de nacimiento original y copia certificada ante Notario Público de la credencial con fotografía para votar, por ambos lados, expedida por el Instituto Nacional Electoral o Instituto Federal Electoral; de la candidata o candidato propuesto. 

3. Carta firmada por la candidata o candidato propuesto, en donde manifieste su voluntad expresa de participar en el proceso de selección, así como una exposición breve de su proyecto de trabajo y una descripción de las razones que justifican su idoneidad para el cargo (original). 

4. Carta bajo protesta de decir verdad en que manifieste no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; o que haya cometido robo, fraude, falsificación, abuso de confianza o cualquier otro que lastime la buena fama en el concepto público (original). 

5. Carta bajo protesta de decir verdad, en que manifieste que no se encuentra suspendido o privado en el ejercicio de sus derechos civiles o políticos (original). 

6. Carta bajo protesta de decir verdad en que manifieste no haber desempeñado el cargo de Gobernador, Secretario o Procurador General de Justicia en el Estado, Senador o Diputado Federal, durante los últimos cinco años inmediatos a la fecha de su designación (original). 

7. Carta bajo protesta de decir verdad en que manifieste que: "he leído y acepto las bases, procedimientos y deliberaciones de la convocatoria para ocupar alguno de los dos de nueve cargos para integrar la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción" (original).

8. Documentos que respalden que ha destacado por su contribución en materia de fiscalización, rendición de cuentas y combate a la corrupción (original). 

Dichos documentos deberán estar firmados en su margen derecho; y en los casos de las cartas bajo protesta de decir verdad, además deberán contar con firma autógrafa de la candidata o candidato. Los originales, podrán ser requeridos en cualquier momento del proceso por la Comisión Dictaminadora para realizar el cotejo de los mismos con las copias exhibidas. 

Las propuestas que presenten las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado, se realizarán por conducto del Titular de la respectiva Institución.

TERCERA.- La documentación a la que se refiere la Base anterior, se presentará en la oficina de la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, ubicada en Boulevard Francisco Coss S/N esquina con Álvaro Obregón, Zona Centro, Saltillo, Coahuila de Zaragoza, C.P. 25000, del 11 de septiembre al 25 de septiembre de 2018, en un horario de las 10:00 a las 18:00 horas. 

CUARTA.- Agotada la etapa de recepción, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, verificará que los documentos recibidos acrediten los requisitos a que se refiere la Base Segunda de la presente Convocatoria, validando aquellas propuestas que cumplan con los requisitos, formando un listado de las mismas, pudiéndose apoyar para este proceso en algún ente público o privado especializado en dichos procesos de verificación. La falta de alguno de los documentos requeridos o su presentación, fuera del tiempo y forma establecidos, será motivo suficiente para no validarse. 

QUINTA.- El listado descrito en la base anterior, de candidatos para formar parte de la Comisión de Selección encargada de nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, será publicado en la página electrónica del Congreso del Estado. 

SEXTA.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, acordará el formato, metodología y los horarios de las comparecencias, en su caso, de las personas propuestas, las cuales serán públicas y transmitidas mediante la página electrónica del Congreso. 

SÉPTIMA.- La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, hará el análisis de las propuestas y elaborará un listado de los candidatos idóneos. Dicho listado no será vinculatorio en la decisión que tome el Pleno del Congreso. 

Previo a la reunión del Pleno, se publicará el listado de los candidatos idóneos en la página electrónica del Congreso.

OCTAVA.- El Pleno del Congreso del Estado, con base en el listado que le remita la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, aprobará el nombramiento de dos personas que formarán parte de la Comisión de Selección.

NOVENA.- Publíquese la presente Convocatoria, en la página electrónica del Congreso del Estado, a partir de la fecha de su aprobación, y hasta el 25 de septiembre de 2018; en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza y en al menos dos de los diarios de circulación estatal.

DÉCIMA.- Los casos no previstos en la presente Convocatoria serán resueltos por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.
Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 03 de septiembre de 2018.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	COMENTARIOS

	DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION



	DIP. MARCELO DE JESÚS TORRES COFIÑO

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION
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ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO AL OFICIO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE CHIHUAHUA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UN ACUERDO APROBADO POR LA LEGISLATURA DE DICHO CONGRESO, EN EL CUAL SE EXHORTA AL SENADO DE LA REPÚBLICA, A EFECTO DE QUE TENGA A BIEN APROBAR EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE FUERO; ASÍ MISMO, SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE A TODAS LAS LEGISLATURAS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS QUE CUENTEN CON LA INSTITUCIÓN DEL FUERO, A QUE INICIEN EL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO QUE CORRESPONDA, PARA QUE SI ASÍ LO CONSIDERAN, DICTAMINEN EN LO RELATIVO AL TEMA EN MENCIÓN. 
La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, emite el presente acuerdo bajo las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA.- Que la Oficialía Mayor de este H. Congreso recibió un escrito dirigido al Presidente del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrito por el Diputado Hever Quezada Flores, Presidente del Honorable Congreso del Estado de Chihuahua. 
SEGUNDA.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 19 de junio del presente año, se acordó turnar a esta comisión el escrito a que se ha hecho referencia.

TERCERA.- Que en el citado escrito, se informa que la Sexagésima Quinta Legislatura del Honorable Congreso de Chihuahua, en fecha veinticuatro de abril del año en curso, aprobó mediante acuerdo LXV/URGEN/0390/2018 II P.O., enviar un atento y respetuoso exhorto a todas las legislaturas de las entidades federativas que cuenten con la institución del fuero, a que inicien el procedimiento legislativo que corresponda, para que si así lo consideran, dictaminen en lo relativo al tema en mención.     

CUARTA.- Que en el año 2017, en el Congreso del Estado de Coahuila, se llevaron a cabo diversas reformas, adiciones y derogaciones a diversos ordenamientos legales, con el objeto de asentar las bases constitucionales necesarias para la implementación del Sistema Estatal Anticorrupción.
QUINTA.- Que la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza se abocó al análisis de diversas iniciativas planteadas por el Ejecutivo del Estado, diputados y ciudadanos, así como al estudio de las consideraciones y fundamentos que sirvieron de apoyo, como fue el caso de la reforma a la Constitución General en la materia, las leyes generales sobre el tema y documentos que son un referente para este tipo de reformas legales como la Guía de Implementación para los Sistemas Locales Anticorrupción, así como del intercambio de ideas que se realizó durante los distintos foros, y conferencias que ofreció el Senado de la República, a los que acudieron compañeros legisladores de la LX Legislatura de este Congreso.

SEXTA.- Que en el marco de estas reformas, también se tomaron en cuenta iniciativas planteadas por diversos diputados y ciudadanos, referentes a la eliminación del fuero, ya que el tema resultaba de gran interés para nuestro Estado y por lo tanto para los integrantes de la mencionada Legislatura.
SÉPTIMA.- Que si bien resultaba cierto que la figura en comento no forma parte de los Sistemas Nacional y Estatal Anticorrupción, se consideró que el mismo fortalecería de manera importante el sistema en el ámbito local. Es por ello, que atendiendo a lo propuesto en iniciativas que había sobre el tema en comento, así como a propuestas y exigencias de la ciudadanía, se estimó necesario realizar la eliminación del fuero, tomando como referente en ese momento, lo legislado sobre el tema en otras entidades federativas como la Ciudad de México, Nayarit y Nuevo León.
OCTAVA.- Es por lo anterior, que mediante decreto No. 903 publicado en el Periódico Oficial del Estado en fecha 14 de julio del año 2017, se reformaron diversos ordenamientos, dentro de los cuales quedó establecido la eliminación de la figura del fuero.

En virtud de todo lo expuesto y agotado el análisis de los documentos remitidos por el H. Congreso del Estado de Chihuahua tenemos a bien emitir el siguiente:

A C U E R D O

ÚNICO.- Emítase escrito dirigido al H. Congreso del Estado de Chihuahua, en el que se dé cuenta de que en esta entidad federativa, ya se legisló en materia de fuero constitucional, eliminando dicha figura.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de agosto de 2018.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO AL OFICIO DE LOS INTEGRANTES DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN SE LES COMUNIQUE COMO ESTÁ INTEGRADA LA COMISIÓN DE SELECCIÓN DE DICHO CONSEJO, Y EN SU CASO SI SE ENCUENTRA INCOMPLETA, CUALES SON LOS PASOS A SEGUIR PARA OCUPAR LAS VACANTES.
La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, emite el presente acuerdo bajo las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA.- Que la Oficialía Mayor de este H. Congreso, en fecha 30 de mayo del presente año, recibió un escrito dirigido al Diputado Juan Antonio García Villa, Presidente de la Mesa Directiva del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrito por integrantes del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDA.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 05 de junio del presente año, se acordó turnar a esta comisión el escrito a que se ha hecho referencia.

TERCERA.- Que en el citado escrito, se menciona que el pasado 24 de mayo, los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado, recibieron una solicitud por parte de la agrupación Participación Ciudadana 29 Laguna A.C., en la cual solicitaron su intervención para conocer la integración actual de los integrantes de la Comisión de Selección que designa al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, derivado de los puntos de acuerdo que han sido aprobados por esta soberanía.

CUARTA.- Que asimismo, en el referido escrito, solicitan se les comunique como está integrada la citada Comisión de Selección, y en su caso, si se encuentra incompleta, cuales son los pasos a seguir para ocupar las vacantes.

QUINTA.- Que con fecha 28 de agosto del año 2017, la Sexagésima Legislatura, expidió el Decreto número 921, mediante el cual se nombró como integrantes de la Comisión de Selección que designaría al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, a los ciudadanos siguientes:

Por las instituciones de educación superior y de investigación:

6. Carlos Alberto Arredondo Sibaja 

7. Roberto Cabello Elizondo
8. María del Carmen Ruíz Esparza Contreras

9. Jesús Contreras García 
10. Blas José Flores Dávila 
Por las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza:
5. Ana Cecilia Mata Rodríguez 

6. Sergio Fernando Alanís Ortega
7. Sergio Dávila Flores 
8. Luis Fernando García Abusaíd 

SEXTA.- Que posteriormente y derivado de la renuncia presentada por los C.C. Roberto Cabello Elizondo y Sergio Dávila Flores, se emitió un segundo Decreto identificado bajo el número 951, en el que se designó al C. Luis Alfonso Carrillo González en sustitución del C. Roberto Cabello Elizondo y al C. Jesús María Ramón Aguirre, en sustitución del C. Sergio Dávila Flores.

SÉPTIMA.- Que en sesiones celebradas por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, los días 10 y 14 de agosto de 2018, a través de sus respectivos informes de correspondencia, se dio cuenta de las renuncias con el carácter de irrevocable presentadas por los C.C. Blas José Flores Dávila y María del Carmen Ruíz Esparza Contreras, al cargo que venían desempeñando como integrantes de la Comisión de Selección, encargada de nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; ambos ciudadanos elegidos en el apartado de Instituciones de Educación Superior y de Investigación.

En virtud de lo anteriormente expuesto y agotado el análisis del documento remitido a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, tenemos a bien emitir el siguiente:

A C U E R D O

PRIMERO.- Notifíquese al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, que conforme a lo dispuesto en los decretos 921 y 951, ambos del 2017, y a las renuncias con carácter de irrevocable presentadas por los C.C. Blas José Flores Dávila y María del Carmen Ruíz Esparza Contreras, al cargo que venían desempeñando como integrantes de la Comisión de Selección, esta  Comisión se encuentra integrada de la siguiente manera:

Por las instituciones de Educación Superior y de Investigación:

· Carlos Alberto Arredondo Sibaja 

· Luis Alfonso Carrillo González 

· Jesús Contreras García 

Por las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza:
· Ana Cecilia Mata Rodríguez 

· Sergio Fernando Alanís Ortega
· Jesús María Ramón Aguirre
· Luis Fernando García Abusaíd 
SEGUNDO.- Hágase saber al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, que en razón de lo anterior, y al encontrarse acéfalos dos de las cinco posiciones que conforman el bloque de los ciudadanos elegidos en el apartado de Instituciones de Educación Superior y de Investigación, resulta necesario integrar debidamente la Comisión de Selección de referencia, por lo que la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, tiene considerada la emisión de la convocatoria correspondiente, una vez que inicie el período ordinario de sesiones.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de agosto de 2018.
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ACUERDO DE LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, RELATIVO A DOS OFICIOS DEL C. ALBERTO SÁNCHEZ OSORIA, MEDIANTE LOS CUALES SOLICITA LA INTERVENCIÓN DEL CONGRESO DEL ESTADO, PARA QUE SE INVESTIGUE Y RESUELVA SOBRE LAS PRESUNTAS IRREGULARIDADES PREVIAS AL FALLECIMIENTO DE LA NOTARIA PÚBLICA No. 51, HILDA ELENA SÁNCHEZ DE LEÓN.

La Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, emite el presente acuerdo bajo las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S

PRIMERA.- Que la Oficialía Mayor de este H. Congreso, recibió dos escritos dirigidos a este H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza,  suscrito por el C. Alberto Sánchez Osoria.

SEGUNDA.- Que en sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 29 de mayo y 26 de junio del año en curso, se acordó turnar a esta comisión los escritos a que se ha hecho referencia.

TERCERA.- Que en los citados escritos, se solicita la intervención del Congreso del Estado, para que se investigue y resuelva las presuntas irregularidades previas al fallecimiento de la Notaria Pública no. 51, Hilda Elena Sánchez de León. Asimismo, solicita que este poder legislativo, se sirva ordenar y decretar la inspección, auditoría, comparecencia y apercibimiento de los que resulten responsables por la ocultación del cadáver, vinculado al delito de homicidio. 

CUARTA.- De igual forma, señala que existieron diversas irregularidades durante la formalización del testamento privado de la Notaria Pública antes señalada, ya que señala que la misma sufría de depresión profunda, y en consecuencia se encontraba afectada de sus facultades mentales. 

QUINTA.- Que posteriormente, hizo llegar a este Congreso del Estado, copia de un acuerdo emitido por el Juez Segundo de Primera Instancia en Materia Civil, del Distrito Judicial de Saltillo, mediante en el cual se señala fecha y hora para la celebración de una junta de herederos en la que se resolvería sobre la validez del testamento otorgado; así como copia de un escrito dirigido a dicho tribunal, en el que el C. Alberto Sánchez Osoria, solicita la invalidez del testamento otorgado por su hermana Hilda Sánchez de León.

SEXTA.- Que una vez analizados con detenimiento los escritos antes mencionados, quienes integramos la presente comisión dictaminadora, estimamos que este órgano legislativo no tiene facultades para acordar favorablemente las peticiones del C. Alberto Sánchez Osoria, toda vez que conforme a lo dispuesto en la Constitución Política Local, Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza y Ley del Notariado en Coahuila, las instancias competentes para conocer de los hechos descritos con antelación, son los tribunales del fuero común, así como la Dirección de Notarías en el Estado.
En virtud de lo anteriormente expuesto y agotado el análisis de los documentos remitidos a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, tenemos a bien emitir el siguiente:

A C U E R D O

ÚNICO.-  Emítase escrito dirigido al C. Alberto Sánchez Osoria, en el que se dé cuenta de que este H. Congreso del Estado, no es la autoridad competente para resolver su solicitud, toda vez que conforme a lo dispuesto en la Constitución Política Local, la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza y la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, las instancias competentes para conocer de los hechos descritos con antelación, son los tribunales del fuero común, así como la Dirección de Notarías en el Estado; por lo que se dejan a salvo sus derechos para los efectos legales correspondientes.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 31 de agosto de 2018.
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